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Exp. 93/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 93/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO; DIRECTOR JURIDICO DEL MISMO INSTITUTO Y A LA SUBDIRECTORA DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.


	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a dieciocho de agosto del dos mil veintiuno. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 93/2021/2, promovido por la C. **********, contra actos del Instituto Registral y Catastral del Estado; del Director Jurídico del Instituto y de la Subdirectora del Registro Público de la Propiedad en el Estado de San Luis Potosí, y 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de febrero del dos mil veintiuno, compareció la C. ********** a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Instituto Registral y Catastral del Estado; del Director Jurídico del mismo Instituto y de la Subdirectora del Registro Público de la Propiedad en el Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:
“Con fundamento en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás relativos a la Ley de Justicia Administrativa del Estado (SIC), solicito a favor de mi representado la nulidad del oficio ********** emitido por la autoridad demandada, consistente en la infundada contestación a la solicitud de fecha 223 de Septiembre del año 2020, la cual fue entregada a mi representado el día 12 de Enero del año 2021 en el departamento jurídico de la autoridad demandada.”
II.-  Mediante proveído de fecha veinticinco de febrero del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales referidas en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

Igualmente se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, resaltando que de ser así, debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de la página de internet https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, para el efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones serian de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente.
Asimismo, tocante a la autoridad denominada Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, se ordenó por única ocasión que se notificara mediante oficio el presente Acuerdo en su oficina principal ubicada en esta ciudad, acorde a lo dispuesto en el artículo 39 del Código Procesal en comento; en el entendido que las subsiguientes notificaciones serian vía electrónica, al contar ya dicha autoridad con su registro, conforme a los lineamientos que regulan la Notificación electrónica.
En cuanto a las diversas demandadas, Director Jurídico del mismo Instituto y la Subdirectora del Registro Público de la Propiedad en el Estado de San Luis Potosí; se precisó que no habían tramitado su registro en el sistema de notificación electrónica dentro del plazo legal establecido, a virtud de lo cual les fueron proporcionados los correos electrónicos del dominio de este Tribunal  dirjuridicapdlp119@tejaslp.gob.mx y subdirdregistropdlp120@tejaslp.gob.mx  para el efecto de recibir en esa cuenta de correo, el aviso electrónico prevista en el artículo 16 de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, así como la contraseña correspondiente, la cual se entregaría en sobre cerrado adjunta al presente Acuerdo, previa toma de razón dejada en autos; y se le otorgo a las citadas autoridades el termino de tres días hábiles para tramitar su registro, de conformidad con lo establecido en los artículos 49 y 52 del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como también se ordenó notificar por única ocasión por oficio a las referidas autoridades, destacando que las subsecuentes notificaciones se harían vía electrónica.

III.-  En auto dictado con fecha veinticinco de mayo del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el oficio y sus anexos, presentado por  **********, quien compareció en su carácter de Apoderada Legal y Delegada del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí y en representación del Directo Jurídico del citado Instituto; carácter que acredita con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del tomo ********** del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta capital, conforme lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el ocho de abril del año en curso.
En tal virtud, se les tuvo por contestada la demanda y con la copia simple del oficio de contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora:
· Oficio **********, firmado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral
· Oficio **********, firmado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral; 
· Recibo de pago con folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado;
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
A las autoridades demandadas, las siguientes:
· Oficio **********, firmado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral
· Oficio **********, firmado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral; 
· Copia certificada del Instrumento notarial número ********** del tomo ********** del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta capital, así como del nombramiento del Director Jurídico; 
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
Tocante a la prueba ofrecida por las partes; consistente en la boleta ********** expedida por la Dirección del Registro Público, se dio cuenta que por su parte las demandadas omitieron exhibirla adjunta a su escrito de contestación y por otra, la actora señalo en su demanda que dicho documento obraba en poder de la autoridad; por lo que en tal virtud, se requirió a las autoridades demandadas para que dentro del término de cinco días hábiles exhibieran dicha documental, apercibidas que de no cumplir con el requerimiento que antecede, no se le tendría a las demandadas por admitida dicha documental en este juicio, y se hizo la precisión que una vez que transcurriera el término otorgado a las demandadas en líneas que anteceden y sea el momento procesal oportuno, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativa para el Estado.
IV.- Mediante proveído de fecha veintidós de junio del dos mil veintiuno, se tuvo a las demandadas por no dando cumplimiento al requerimiento que les fue formulado en auto de veinticinco de mayo del año en curso, por lo que se les hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado proveído y conforme a lo dispuesto por el numeral 235 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se les tuvo por no admitida la **********, ofrecida en su escrito de  contestación de demanda.

Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las diez horas del quince de julio del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia de ley y se hizo la precisión que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, por lo que la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.
V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación; asimismo se hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes y se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo por escrito formulo la parte actora y se certificó que no se formularon estos por las autoridades demandadas y se citó para resolver el presente asunto. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En cuanto al interés jurídico de la parte actora, está plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado - Oficio **********, firmado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral -, misma que fue acompañada por la parte actora al escrito de demanda, y que es visible en fojas 11 y 12  del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la respuesta otorgada a una instancia formulada por la parte actora a la cual se le dio entrada con boleta **********,  a efecto de que se le expidiera la certificación de no registro, a que se refiere el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, que es un requisito para tramitar las diligencias de información ad perpetuam en la vía jurisdicción voluntaria, respecto de un bien inmueble.

En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada; compareció **********, en su carácter de Apoderada Legal y Delegada del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, representado por la licenciada **********, Subdirectora del Registro Público del Estado; así como el Licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico de dicho Instituto;  quienes acreditaron dicha personalidad, la primera con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del tomo ********** del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta capital, y el segundo con la copia certificada del nombramiento respectivo, que obran agregados a fojas 33 a la 38  y 82 de autos conforme lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto consistente en el oficio ********** Boleta ********** emitido por el Licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral, mediante la cual se previno a la parte actora para que indicara los datos registrales del inmueble motivo de su petición, dentro del término de diez días, bajo el apercibimiento de tener por desechada su solicitud en el caso de no desahogar dicha prevención en el término señalado, documental que se encuentra visible a foja 11 y 12 de autos. En relación a la pretensión de la actora que es la nulidad del acto impugnado.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala Unitaria advierte, de oficio, que en el presente asunto se actualiza una causal de improcedencia cuyo estudio es preferente por ser una cuestión de orden público.

En efecto, se considera la actualización de la causal de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, cuyo tenor es el siguiente: 

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…

XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.”

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

…

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;…”

Lo anterior, debido a que la actuación que se controvierte en esta vía contenciosa administrativa consistente en la resolución que se encuentra contenida en el oficio **********, firmado por **********, el Licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral, no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad previstos en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; incluyendo en lo particular a los supuestos establecidos en sus fracciones I y XI, en las cuales se prevé como competencia de este órgano jurisdiccional conocer de aquellas controversias que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de sus organismos descentralizados cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, cuya disposición jurídica ya fue transcrita con anterioridad.

Se afirma lo anterior, en razón de que conforme a las disposiciones jurídicas anteriormente citadas – artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí-, las Salas Unitarias del Tribunal conocerán de aquellos juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; lo cual requiere invariablemente que exista una actuación de una autoridad administrativa que determine, ordene o ejecute un mandato en agravio de los particulares y que constituya por ende una resolución definitiva, respecto de la cual, este Tribunal esté en condiciones de emitir un pronunciamiento de legalidad.

Resolución administrativa que es definida en el artículo 3° fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en los siguientes términos:

 “ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

…

XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

Lo anterior permite concluir que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución definitiva emitida por una autoridad estatal, municipal o de uno de sus organismos descentralizados, a efecto de que este Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada determinando para ello si la actuación de la autoridad es susceptible de ser impugnada en esta vía contenciosa administrativa en función de su afectación a un interés jurídico o legítimo del particular y, de ser el caso, si se ajustó a los lineamientos jurídicos que regulan su aplicación y que sustentarían su presunción de legalidad; en particular respecto de la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional.

De lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.

Por tanto, para efectos del juicio contencioso administrativo; la definitividad  de una resolución administrativa se define no solo por ser susceptible de ser combatida en sede administrativa mediante los recursos ordinarios que al respecto contemple la ley de la materia, sino también por la naturaleza de esa resolución, al constituir el producto final de lo manifestado por la autoridad administrativa. 
Lo anterior con sustento en el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito, en la tesis que enseguida se transcribe.

Registro digital: 800722, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Séptima Época, Materias(s): Administrativa, Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 90, Sexta Parte, página 88, Tipo: Aislada

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION. QUE SE ENTIENDE POR ACTO DEFINITIVO PARA EFECTOS DEL JUICIO DE NULIDAD. La calificación de definitividad de una resolución para los efectos de la procedencia del juicio fiscal, en los términos del artículo 22 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, se determina atendiendo a la naturaleza misma de la resolución de que se trate y no respecto a las modalidades que adopte, esto es, una resolución se considera definitiva en el aspecto procesal, cuando contra ella no proceda ningún recurso o medio de defensa que la modifique o revoque, independiente de que en su modalidad sea o no definitiva.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 236/76. José González de Cossío Ahedo. 3 de junio de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Max J. Peniche Cuevas.

Así mismo cobra aplicación el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis que enseguida se transcribe.

Registro digital: 184733, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a. X/2003, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVII, Febrero de 2003, página 336, Tipo: Aislada

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan "resoluciones definitivas", y que se encuentran mencionadas dentro de las hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este precepto establece que tendrán carácter de "resoluciones definitivas" las que no admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los gobernados.
Contradicción de tesis 79/2002-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Sexto Circuito y Noveno del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 17 de enero de 2003. Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

En el caso particular; de la lectura integral de la demanda de nulidad se advierte que el actor hizo consistir como acto administrativo impugnado el oficio **********, de veintiséis de octubre del dos mil veinte.
Como se ha dejado anotado en el Considerando Tercero de esta Sentencia, el actor demostró la existencia del acto impugnado con la documental pública que acompaño a su escrito inicial de demanda, consistente en el oficio **********, firmado por **********, en su calidad de Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral, visible a foja 11 y 12 de autos y cuya imagen se digitaliza a continuación  a efecto de estar enterados íntegramente de su contenido: 
(Imagen digitalizada)
De la imagen digitalizada de la parte que interesa del documento en cuestión, se observa lo siguiente.

a) Que mediante dicho oficio la autoridad demandada da respuesta a la instancia que le fue formulada por la parte actora, en la que solicito certificación del inmueble ubicado en la **********;
b) Que en relación a lo peticionado, la emisora del acto señala que el plano o croquis que se anexó no es suficiente para localizar el inmueble ya mencionado, respecto del cual solicita la expedición de la certificación;

c)  Que se solicita al hoy actor indique los datos registrales del inmueble motivo de su petición y se le previene para que dentro del término de diez días, subsane dicha omisión, con el apercibimiento de desechar su solicitud de no desahogar dicha prevención.
En ese contexto, la determinación contenida en el oficio **********, de fecha veintiséis de octubre del dos mil veinte, emitido por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral; **********no puede considerarse, un acto definitivo para efectos del juicio de nulidad.
Es decir, el acto impugnado, no puede constituir una determinación definitiva tomada unilateralmente ya que en el mismo no se expresa en sentido afirmativo o negativo la voluntad de la autoridad respecto a lo peticionado por la parte actora, habida cuenta que en dicho acuerdo se está señalando que respecto a la solicitud planteada; el plano o croquis que se anexó a la petición no fue suficiente para localizar el inmueble motivo de la solicitud, por lo que deberá indicar los datos registrales del inmueble motivo de su petición, y se le previene para que dentro del término de diez días, indique los datos registrales del inmueble, con el apercibimiento de desechar su solicitud de no desahogar dicha prevención, de ahí que no constituye una determinación definitiva mediante la cual se cause un agravio a la empresa actora y que en consecuencia sea susceptible de ser analizada por este Tribunal, dado que mediante dicho acto se está requiriendo a la parte actora, sin que dicho requerimiento pueda ser interpretado como una determinación final, en la medida que ante la prevención formulada por la emisora del acto se podrían observar distintos escenarios que dieran lugar a que se actualizarán diversos supuestos. 

Lo anterior, sin soslayar que en el supuesto de que se hiciera efectivo el apercibimiento que le fue formulado en el acto impugnado a la parte actora, esta conserva a salvo su derecho fundamental de acceso a la justicia, esto es, de impugnar el acto que hiciera efectivo el apercibimiento y se le tuviera por desechada la demanda al no cumplir con el requerimiento formulado; habida cuenta que la prerrogativa del derecho fundamental de acceso a la justicia no tiene el alcance de soslayar los requisitos formales o presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que los gobernados tienen a su alcance, dado que ellos equivaldría a que los tribunales dejaran de observar los principios legales que rigen su función jurisdiccional.

Lo anterior con sustento en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente:

 “Registro digital: 2005917, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Común, Tesis: 1a./J. 22/2014 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I, página 325, Tipo: Jurisprudencia

DERECHO FUNDAMENTAL A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL HECHO DE QUE EN EL ORDEN JURÍDICO INTERNO SE PREVEAN REQUISITOS FORMALES O PRESUPUESTOS NECESARIOS PARA QUE LAS AUTORIDADES DE AMPARO ANALICEN EL FONDO DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR LAS PARTES, NO CONSTITUYE, EN SÍ MISMO, UNA VIOLACIÓN DE AQUÉL.

El derecho fundamental a un recurso sencillo, rápido y efectivo, reconocido en el artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), implica que los mecanismos o medios procesales destinados a garantizar los derechos humanos sean efectivos. En este sentido, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la citada Convención constituye su transgresión por el Estado parte. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que para que exista el recurso, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley, o que sea admisible formalmente, sino que se requiere que sea realmente idóneo para determinar si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. Ahora bien, el simple establecimiento de requisitos o presupuestos formales necesarios para el estudio de fondo de los alegatos propuestos en el amparo no constituye, en sí mismo, una violación al derecho referido, pues en todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre ellas, las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a aquéllas. Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier otra índole, de los recursos internos; de forma que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles para el interesado, a fin de resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y, en cualquier caso, cabría considerar que los órganos y tribunales internos deban resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado. En este sentido, aun cuando resulta claro que el juicio de amparo es una materialización del derecho humano a un recurso judicial efectivo, reconocido tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, el hecho de que el orden jurídico interno prevea requisitos formales o presupuestos necesarios para que las autoridades jurisdiccionales analicen el fondo de los argumentos propuestos por las partes no constituye, en sí mismo, una violación a dicho derecho fundamental.”

En este sentido, el acto contenido en el oficio **********, de fecha veintiséis de octubre del dos mil veinte, emitido por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral, al constituir un acuerdo en el que únicamente se determina prevenir al actor para el efecto de  que se indiquen los datos registrales del inmueble motivo de la solicitud, con el apercibimiento de desechar su solicitud de no dar cumplimiento; no es susceptible de integrar una resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que ponga fin a un procedimiento de manera expresa y que en consecuencia pueda analizarse si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional; al tratarse solamente de un acuerdo en el que se determina prevenir al actor; pues no está resolviendo en definitiva lo relativo a la solicitud de certificación relativa al registro del inmueble cuyos datos de localización señalo el actor en su instancia; siendo en todo caso esa resolución administrativa que en su caso se dicte, la que debe de contener tales requisitos de fondo y forma, por ser la que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado.

Con base en lo expuesto, en razón de actualizarse la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede decretarse el sobreseimiento del juicio respecto del acto impugnado consistente en el oficio **********, de fecha veintiséis de octubre del dos mil veinte, emitido por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral”, documental que obra a fojas 13 y 14 del expediente en el que se actúa.

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción II del artículo 229 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por lo expuesto y fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales  228 fracción IX, 229 fracción II, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del presente Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando CUARTO de ésta Sentencia.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo acordó y firma, licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en términos de los artículos 19, fracción IX y 42, párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. Rubricas. 
	 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



